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“LAS LEYES Y VOS”

El Proyecto “Las Leyes y Vos”, ha sido seleccionado por el
Programa de Voluntariado Universitario, Dirección Nacio-
nal de Desarrollo Universitario y Voluntariado, Secretaría
de Políticas Universitarias, Ministerio de Educación de la
Nación Argentina, en el marco de la 8º Convocatoria de
Voluntariado Universitario 2013.

Esta iniciativa, la cual se enmarca dentro de las activida-
des realizadas por la Fundación para la Integración Fede-
ral (FUNIF), es llevada a cabo por estudiantes
universitarios de la Universidad Nacional de Rosario (UNR)
de diferentes carreras (Relaciones Internacionales,
Ciencias Políticas, Comunicación Social y Bioquímica).

El mismo se propone trabajar junto a los jóvenes en edad
de votar por primera vez (entre 16 y 18 años) sobre la im-
portancia del rol del Poder Legislativo en sus vidas. 

Los parlamentos tienen un protagonismo central en el de-
bate de proyectos de ley de gran trascendencia política,
social y económica que afectan la vida cotidiana. Conside-
ramos que es clave que los jóvenes que se incorporan a la
vida ciudadana conozcan el funcionamiento legislativo y su
influencia en la vida política nacional, provincial y local.

En nuestra sociedad persiste cierto prejuicio de que los jó-
venes no se interesan por la política ni la asocian a lo que
les influye cotidianamente. Sin embargo, nosotros creemos
que, por el contrario, tienen mucho que decir.

En este sentido, rescatamos las declaraciones de la Direc-
tora Regional para América Latina y el Caribe del PNUD, al
prologar un informe sobre la problemática juvenil en el
Mercosur (IDH, 2009): 

“El Informe nos trae, sobre todo, un mensaje positivo. Los
jóvenes no se perciben a sí mismos como agentes pasi-
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vos, sino como sujetos con derechos, que aspiran al em-
poderamiento tanto individual como colectivo. Esto es en sí
mismo un gran potencial de capital social para la región”.

El creciente entusiasmo juvenil por comprometerse social-
mente y la primera participación de jóvenes entre 16 y 18
años a la vida ciudadana, es también una oportunidad para
orientar acciones a revertir tal percepción “colectiva” en re-
lación a la institución legislativa y el quehacer cotidiano. 

Son las personas las que hacen las instituciones, son los
legisladores que hacen al Congreso Nacional, Provincial y
al Concejo municipal. Es por ello que la elección responsa-
ble, requiere de ciudadanos comprometidos, no sólo cono-
cedores de los mecanismos electorales que dan como
resultado la elección de representantes a ocupar escaños,
sino también de las consecuencias que tienen las acciones
de los ediles al interior de las cámaras. 

Una democracia requiere de ciudadanos que se responsa-
bilicen de su voto después de sufragarlo cada dos años,
durante el tiempo que separa cada elección. De allí la im-
portancia de sensibilizar sobre el rol del Poder Legislativo
en la vida de cada día.
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El Estado

En el mundo actual existen alrededor de doscientos Estados, institucio-
nes políticas soberanas que tienen la facultad de ordenar la vida de las
sociedades que habitan sus territorios. Esta forma de organización polí-
tica es característica de la modernidad y se consolidó junto con el capi-
talismo.

¿Qué es el Estado?

Casi todas las personas hemos incorporado en nuestro voca-
bulario la palabra “Estado” y la utilizamos con frecuencia y
naturalidad. Sin embargo, encontrar una definición precisa y
definitiva, que abarque todo aquello que encierra ese tér-
mino, resulta una tarea difícil, que ha sido y sigue siendo la
preocupación de filósofos, politólogos y otros especialistas.

A continuación, intentaremos aproximarnos hacia una de las
tantas maneras de definir el Estado: como institución de do-
minación.

En efecto, puede definirse al Estado como una institución de
dominación política en una sociedad que está territorialmente
delimitada. El Estado es una institución porque perdura a lo
largo del tiempo: los medios que utiliza para ejercer la autori-
dad y la administración (las leyes, el sistema de justicia, la
administración pública, las Fuerzas Armadas, la división de
poderes, etc.), aunque puedan adquirir formas diversas o
nuevas, tienden a ser continuos en sus características y fun-
ciones principales.

La dominación puede ser entendida como la capacidad que
tienen algunos sujetos o grupos para imponer regularmente
su voluntad sobre otros. El Estado implica una instancia de
dominación porque lleva adelante funciones de control y
orden en una sociedad y un territorio claramente determina-
dos. Estas nociones de control y orden, suponen siempre
mecanismos de dominación porque involucran a personas o
grupos de personas que logran imponer sus voluntades
sobre otras personas o grupos de personas.
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El Estado para ser considerado como tal debe contar con los
siguientes elementos:

POBLACIÓN: está constituida por la totalidad de los seres
humanos que habitan el territorio del Estado, hayan o no na-
cido en él, los que se encuentran regidos por un derecho.

TERRITORIO: comprende todo el ámbito físico donde el Es-
tado ejerce su soberanía, donde tiene jurisdicción y donde
posee dominio, incluyendo el suelo, el subsuelo, las aguas, el
espacio. El territorio fija los límites de la soberanía de los Es-
tados siendo el ámbito de validez del orden jurídico estatal,
es decir de su derecho, el que alcanza por igual a ciudadanos
y a extranjeros y a residentes permanentes o transitorios.

PODER: hace referencia a la capacidad o autoridad de domi-
nio, freno y control a los seres humanos, con objeto de limitar
su libertad y reglamentar su actividad. En toda relación social,
el poder presupone la existencia de una subordinación de
orden jerárquico de competencias o cooperación reglamenta-
das. Toda sociedad no puede existir sin un poder, absoluta-
mente necesario para alcanzar todos sus fines propuestos.

El Estado de Derecho

La Tradición Republicana

Una república (del latín res pública, que significa “cosa pú-
blica”, lo que es de todos) existe cuando el pueblo organiza al
Estado mediante una Constitución que distribuye equilibrada-
mente el poder entre distintos órganos del gobierno, y permite
a los ciudadanos interesarse en los asuntos públicos y partici-
par en la conformación de las instituciones.
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La tradición republicana nació en Roma en el año 509 a. C.
La república romana aspiraba a la distribución igualitaria del
poder para garantizar la libertad de cada individuo. En el
siglo XVIII, pensadores como Montesquieu, Hamilton y Madi-
son recuperaron la noción de república, que se amoldó a las
formas del Estado moderno.

Las características de una república (moderna) son:

- División de poderes: El poder se encuentra ejercido por tres
órganos, el PODER LEGISLATIVO, EL PODER EJECUTIVO
Y EL PODER JUDICIAL, cada uno con sus funciones e inde-
pendientes uno de los otros. La división de poderes tiene la
finalidad de evitar la concentración de poder en un órgano y
el ejercicio abusivo del mismo. 

- Soberanía del pueblo: Todo el poder estatal nace de la vo-
luntad del pueblo, y es un poder que no reconoce otro supe-
rior. Es por ello que el sufragio universal es un derecho
fundamental y un componente básico en la organización de
un Estado democrático.

- Responsabilidad de los gobernantes: Los gobernantes son
“mandatarios” del pueblo, por eso deben rendir cuentas de
sus actos de gobierno frente al pueblo.

- Igualdad ante la ley: Esta característica deriva de la unidad
de naturaleza del género humano y la dignidad esencial de
cada persona.

- Periodicidad en la función pública: Así se impide que la au-
toridad se perpetúe en el poder y se permite la participación
en el gobierno de otros dirigentes. Ello posibilita la alternan-
cia de los partidos que gobiernan y los que controlan al que
gobierna (oposición).

- Publicidad de los actos de gobierno: Para que el ciudadano
pueda controlar el ejercicio de las autoridades y hacerlas
responsables, es necesario que conozca los actos de go-
bierno, potestad que se conoce como el derecho de acceso
a la información pública. Para ello, cada poder cuenta con
medios específicos: los decretos del Poder Ejecutivo y las
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leyes se publican en el Boletín Oficial. Además, se puede ac-
ceder a la producción documental de los poderes en sus pá-
ginas web.

Principio de la separación de poderes

La separación de poderes es uno de los rasgos esenciales de
la república. Este principio fue enunciado en 1748 por Mon-
tesquieu, quien afirmó que los derechos de las personas solo
pueden estar garantizados cuando el poder del Estado está
distribuido en forma equilibrada entre diferentes órganos de
gobierno que se controlan unos a otros.

La división esencial entre los poderes se hace de acuerdo a
su relación con las leyes. Así el Poder Legislativo es el que
hace la ley; el Poder Ejecutivo el que la aplica; y el Poder Ju-
dicial, el que -según lo que las leyes establecen- decide sobre
los conflictos. Pero si esa división no se hace entre poderes
equilibrados -es decir, con igual fuerza y poderío- los dere-
chos no van a estar realmente protegidos. La forma en que
ese equilibrio se logra es a través de los controles recíprocos
entre los poderes, y ese es el rasgo fundamental de una re-
pública: que el poder esté controlado. De lo contrario los de-
rechos de la ciudadanía no tienen vigencia.

En el sistema republicano, el control existe cuando, para
poder actuar, es necesario contar con la voluntad concurrente
de dos o más órganos de gobierno. Por ejemplo, la Constitu-
ción Nacional (CN) dispone que el Poder Ejecutivo no puede
aplicar una pena de prisión a una persona sin que previa-
mente un juez la haya condenado, de acuerdo con la ley pre-
viamente dictada por el Congreso.
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La Constitución 
Nacional establece que
la forma de gobierno
de Argentina es 
REPRESENTATIVA,
REPUBLICANA y 
FEDERAL, bajo un 
régimen 
DEMOCRÁTICO, con
DIVISIÓN DE 
PODERES.

Charles Louis de Secondat, Barón de Montesquieu



Funciones de los tres poderes

El Poder Legislativo es ejercido por un órgano colegiado
(Congreso o Parlamento) y su función principal es hacer las
leyes, que son normas generales, objetivas, razonables y
obligatorias, destinadas a regir la conducta de las personas y
la organización de los poderes del gobierno. Además, este
poder gobierna cuando adopta decisiones destinadas a reali-
zar el bien común. En el caso de la Argentina, por ejemplo, el
Congreso gobierna cuando declara la necesidad de reformar
la Constitución. Un congreso también controla cuando exa-
mina los actos de los otros órganos gubernamentales para
asegurar la forma republicana de gobierno y el equilibrio
entre los poderes del Estado. Entre las atribuciones de con-
trol de nuestro Congreso está la de aprobar anualmente el
presupuesto de gastos del Estado. También puede pedir in-
formes a otros órganos de gobierno y formar comisiones in-
vestigadoras. A la vez, puede someter a juicio político por
mal desempeño o delito en el ejercicio de sus funciones al
presidente, al vicepresidente, a los ministros y a los jueces
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

El Poder Ejecutivo es desempeñado por un presidente, que
es el jefe supremo de la nación y la representa ante los
demás países; firma tratados con ellos y recibe a sus emba-
jadores. Los presidentes también son los jefes de gobierno y,
en nuestro país, es el comandante en jefe de las Fuerzas Ar-
madas de la nación, por lo cual es el responsable de la de-
fensa de la república. Él tiene a su cargo la tarea de
mantener la seguridad interior. El presidente es el encargado
de poner en ejecución lo que las leyes mandan al gobierno.
Para ello, le corresponde promulgar las leyes. Al hacerlo, re-
conoce la validez de las leyes dictadas por el Congreso y se
compromete a cumplirlas y a hacerlas cumplir; por último, or-
dena su publicación en el Boletín Oficial.

El Poder Judicial tiene a su cargo la función de juzgar, o sea,
de decidir en forma definitiva los conflictos derivados de la
aplicación del Derecho, y esa tarea está asignada a los jue-
ces. Esos conflictos pueden ser entre particulares (por ejem-
plo, reclamo de daños derivados de un accidente; un divorcio
o un desalojo) o entre un particular y el Estado (por ejemplo,
solicitar el levantamiento de la clausura de un diario dis-
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puesta por el presidente mediante un decreto). La función ju-
dicial es esencial para el Estado, ya que tiene por finalidad re-
solver, de acuerdo con el Derecho —es decir, pacífica y
organizadamente—, los conflictos que se plantean en una so-
ciedad e impedir que esos conflictos se planteen de nuevo.
Los jueces deben verificar, al decidir en un caso, que las
leyes concuerden con la Constitución. Si esto no sucede,
deben aplicar la Constitución y no la ley que, por ser contraria
a ella, es inconstitucional. Los otros órganos de gobierno
deben aceptar esa interpretación.
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Curiosidades:
El funcionamiento de los controles en un sistema republi-
cano es esencial para asegurar la vigencia de la democra-
ciay de los derechos humanos. Un ejemplo de ello, fue el
caso conocido como Watergate, uno de los mayores es-
cándalos políticos en la historia de Estados Unidos. Pre-
sionado por el Congreso, los jueces y la opinión pública,
el entonces presidente Richard Nixon renunció a su car-
goante su previsible destitucion por jucio político, acu-
sado de haber ocultado la verdad a la ciudadanía
respecto a la introdución clandestina de micrófonos en la
sede del Partido Demócrata. 

“En el Estado en que un hombre solo, o una sola corporación de
próceres, o de nobles, o del pueblo administrase los tres poderes, y
tuviese la facultad de hacer las leyes, de ejecutar las resoluciones
públicas y de juzgar los crímenes y contiendas de los particulares,
todo se perdería enteramente.” 

(Montesquieu. El espíritu de las leyes)



El Poder Legislativo Nacional

El Poder Legislativo Nacional es ejercido por el Congreso

de la Nación, órgano bicameral compuesto por dos Cáma-
ras: una de Diputados de la Nación, que expresa la forma re-
presentativa proporcionalmente a la población y manifiesta la
voluntad del pueblo de la Nación, y otra de Senadores, que
expresa la forma federal y representa, en forma igualitaria, la
autonomía de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires.
(Artículo 44 de la CN)

De esta institución emanan las leyes que han de afectar de
un modo significativo las vidas de los ciudadanos y ciudada-
nas del país. 

Cámara de Diputados

Los diputados son, de acuerdo con la letra y el espíritu de la
constitución formal, representantes del pueblo de la nación y
son elegidos directamente por éste, dependiendo su número
de la cantidad de habitantes. Según el artículo 45 de la CN,
“el número de representantes será de uno por cada 33.000
habitantes o fracción que no baje de 16.500 habitantes”.

Actualmente, la Cámara de Diputados (también conocida
como Cámara Baja) está integrada por 257 miembros prove-
nientes de los 24 distritos que componen nuestro país (23
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires). La canti-
dad de candidatos de una lista que resultan elegidos diputa-
dos es proporcional a la cantidad de votos que haya
obtenido cada partido.
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Requisitos
Para ser elegido 
diputado, es requisito
haber cumplido la
edad de 25 años, tener
4 años de ciudadanía
en ejercicio, y ser 
natural de la 
provincia que lo elija
o con dos años de 
residencia inmediata
en ella.

Los diputados duran 4
años en sus cargos y se
renuevan por mitades
cada dos años, 
pudiendo ser reelegidos.

Composición actual de la Cámara de Diputados



Cámara de Senadores

Las provincias son entidades políticas integrantes del Estado
(Preámbulo), que contribuyeron a la organización constitucio-
nal. Por esos motivos se les dio representación en el Go-
bierno federal, y se instituyó el Senado para que todas las
provincias gozaran de igual influencia política. Es decir, los
senadores defienden los intereses y necesidades de la juris-
dicción a la que representan. 

En la Cámara Alta o Senado de la Nación están representa-
das las 24 jurisdicciones que componen el territorio de nues-
tro país -tanto las provincias como la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires. Se encuentra compuesto por 72 miembros a
razón de tres senadores por cada jurisdicción. 

Todos los distritos tienen igual representación, atribuyéndose
dos al partido mayoritario (es decir, que obtenga mayor nú-
mero de votos) y uno al que le sigue en cantidad de sufragios
obtenidos. A partir de la reforma constitucional del año 1994
los senadores se eligen de manera directa igual que los dipu-
tados.

Dicha cámara está presidida por el vicepresidente de la Na-
ción, quien es el encargado de conducir las sesiones, pero
solo participa y tiene voto en los debates cuando hay empate
en la votación de los senadores. 

Desde 1991 rige en nuestro país la ley de cupo femenino
(Ley 24.012). Según esta ley, al menos un 30% de las candi-
daturas para cargos electivos deberá ser cubierto por muje-
res. 
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Requisitos
Para ser elegido 
senador, es requisito
tener la edad de 30,
haber sido 6 años 
ciudadano de la 
Nación, disfrutar de
una renta anual de
2.000 pesos fuertes o
de una entrada 
equivalente, y ser 
natural de la provincia
que lo elija, o con dos
años de residencia 
inmediata en ella.

Los senadores duran 6
años en su cargo y son
reelegibles indefinida-
mente. Se renuevan
cada dos años, a razón
de una tercera parte de
los distritos electorales. 

Composición actual del Senado
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¿Cómo funciona el Congreso Nacional?

Cada Cámara se organiza en bloques, grupo de legisladores
de un mismo partido o alianza política. Los que coinciden
con el partido que está a cargo del Poder Ejecutivo se deno-
minan bloques oficialistas, y el resto, opositores. La confor-
mación de los mismos es producto de la negociación y del
acuerdo político.

Además, según la CN y los reglamentos de ambas cámaras,
los legisladores conforman comisiones, las cuales se ocu-
pan, cada una de un área específica. Una vez analizados y
aceptados los proyectos de ley en las comisiones (a veces
con modificaciones o disidencias), se los somete a debate y
votación del pleno de cada Cámara.

Las reuniones de las comisiones y de la cámara completa
son denominadas sesiones. El periodo ordinario de sesiones
se desarrolla entre el 1 de marzo y 30 de noviembre, aunque
puede ser prorrogado o el Poder Ejecutivo puede convocar a
sesiones extraordinarias.

El rol del Congreso en la Democracia

El proceso de desprestigio de la política llevo a que muchos
sectores de la sociedad consideren que la labor parlamenta-
ria es lenta, ineficaz y costosa, incluso se ha llegado a cues-
tionar el papel efectivo del congreso en el funcionamiento de
la democracia.

Sin embargo, en la práctica, frente a crisis institucionales
como las de 2001, el Congreso demostró su rol fundamental
para preservar los canales institucionales de la democracia.
En aquella oportunidad, frente a la renuncia del presidente
Fernando De la Rúa (y ante la ausencia del vicepresidente)
la Asamblea Legislativa designo un presidente provisional,
Eduardo Duhalde, hasta la estabilización y la convocatoria a
elecciones. 

En 2008, fue clave para destrabar el conflicto entre el poder
Ejecutivo y sectores de la sociedad que rechazaban la Reso-
lución 125, que imponía nuevos aranceles a la exportación
de soja. 
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Además, el Congreso tiene una función importantísima de
control de los poderes Ejecutivo y Judicial. Por ejemplo, parti-
cipa en el  nombramiento de los jueces de la Corte Suprema,
puede llevar a juicio político y destituir al presidente, vicepre-
sidente, ministros y jueces de la Corte por mal desempeño,
puede pedir explicaciones sobre las decisiones de gobierno a
los ministros y destituir al Jefe de Gabinete. Asimismo, la Au-
ditoría General de la Nación, órgano dependiente del Con-
greso y presidido por un miembro de la oposición, tiene a su
cargo el control de la Administración Pública.

Funciones específicas de cada cámara

Cada una de las cámaras del Congreso tiene atribuciones
propias o particulares. La Cámara de Diputados tiene la ini-
ciativa de los proyectos de ley que traten sobre contribucio-
nes y reclutamiento de tropas, recibe los proyectos ley
surgidos por iniciativa popular (incorporada por la reforma de
1994), acusa ante el Senado al Presidente, Vicepresidente,
Jefe de Gabinete, ministros del Poder Ejecutivo y miembros
de la Corte Suprema en juicio político y somete a consulta
popular un proyecto de ley. 

La Cámara de Senadores es cámara de origen en la ley con-
venio sobre el régimen de coparticipación federal de impues-
tos y en proyectos de ley que promuevan el poblamiento y el
crecimiento armónico de la nación, autoriza al presidente
para que declare el estado de sitio en caso de ataque exte-
rior, juzga en juicio público a los acusados por la Cámara de
Diputados y presta acuerdo al presidente para designar a los
miembros de la Corte Suprema y a los demás jueces federa-
les, ministros plenipotenciarios, encargados de negocios y de
oficiales superiores de las Fuerzas Armadas.
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¿Qué es la iniciativa 
popular?

La reforma constitucional
de 1994 
introdujo en el art. 39 la
llamada 
"iniciativa popular", me-
diante la cual 
cualquier ciudadano
puede presentar 
proyectos de ley en la Cá-
mara de Diputados, con
excepción de 
aquellos referidos a 
reforma  constitucional,
tratados 
internacionales, 
tributos, presupuesto y
materia penal. El 
Congreso debe darles ex-
preso tratamiento dentro
del término de doce
meses. 



El Poder Legislativo en Santa Fe

La Legislatura es el órgano que ejerce el Poder Legislativo
en Santa Fe y está compuesta por dos Cámaras: la Cámara
de Diputados y la Cámara de Senadores. 

Los miembros de ambas Cámaras se reúnen en Asamblea
Legislativa solamente en los casos y para los fines previstos
por la Constitución de la Provincia de Santa Fe. La asamblea
es presidida por el vicegobernador, en su defecto por el pre-
sidente provisional del Senado y, a falta de éste, por el presi-
dente de la Cámara de Diputados. 

Sus decisiones son válidas si está presente la mitad más
uno de los legisladores y se adoptan por la mayoría absoluta
de los presentes, salvo disposición en contrario de la Consti-
tución provincial. 

Los legisladores (diputados y senadores) duran cuatro años
en el ejercicio de sus funciones y pueden ser reelectos. Sus
mandatos comienzan y terminan simultáneamente con el del
gobernador y vicegobernador.

Cámara de Diputados

Composición
La Cámara de Diputados de Santa Fe se compone de 50
miembros elegidos directamente por el pueblo, formando al
efecto la Provincia un solo distrito, correspondiendo 28 dipu-
tados al partido que obtenga mayor número de votos y 22 a
los demás partidos, en proporción de los sufragios que hu-
bieren logrado.

¿Quiénes pueden ser elegidos?
Son elegibles para el cargo de diputado los ciudadanos ar-
gentinos que tengan, por lo menos, 22 años de edad y, si no
hubieren nacido en la Provincia, 2 años de residencia inme-
diata en ésta. 

¿Quién preside la Cámara de Diputados?
La Cámara de Diputados elige anualmente entre sus inte-
grantes su presidente y sus reemplazantes legales.
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A través de la 
Defensoría del 
Pueblo, el Poder 
Legislativo protege los
derechos 
fundamentales del 
individuo y los 
intereses difusos o
colectivos de la 
comunidad contra actos
irregulares, 
arbitrarios, ilegítimos,
discriminatorios o 
negligentes de los 
funcionarios de la
administración 
pública.

Legislatura de Santa Fe



Cámara de Senadores

Composición
La Cámara de Senadores está integrada por 19 senadores.
Se compone de un senador por cada departamento de la Pro-
vincia, elegido directamente por el pueblo, a simple pluralidad
de sufragios.

¿Quiénes pueden ser elegidos?
Son elegibles para el cargo de senador los ciudadanos argen-
tinos que tengan, por lo menos, 30 años de edad y 2 años de
residencia inmediata en el departamento al que va a repre-
sentar.

¿Quién preside la Cámara de Senadores?
La Cámara de Senadores es presidida por el vicegobernador
y, en caso de ausencia, enfermedad, renuncia, muerte, inha-
bilidad física o mental sobreviniente de carácter permanente,
destitución o suspensión del mismo, o cuando se halle en
ejercicio del Poder Ejecutivo, por un presidente provisional
que elige anualmente el Senado. El vicegobernador sólo tiene
voto en caso de empate.

¿Cuándo se reúne la Legislatura?

Ambas cámaras se reúnen anualmente por si mismas en se-
siones ORDINARIAS y sesiones EXTRAORDINARIAS.

Las sesiones ordinarias, son las que se constituyen por fe-
chas establecidas por la Constitución Provincial. En el caso
de Santa Fe estas sesiones se realizan del 1º de mayo hasta
el 31 de octubre. Este período es susceptible de prórroga
hasta un mes más en virtud de decisión concorde de ambos
cuerpos.

Las sesiones extraordinarias son las que se desarrollan sin
fechas preestablecidas y puede ser convocada por el Poder
Ejecutivo (Gobernador) cuando lo juzgue necesario y sólo
para tratar los asuntos que determine, o por cualquiera de las
Cámaras (es decir, por la Cámara de Diputados o de Senado-
res) a pedido de la cuarta parte de sus miembros y por tiempo
limitado, para tratar graves asuntos, de interés público.
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¿Cuándo son válidas
las decisiones de
ambas Cámaras?

Son válidas cuando
está presente la mitad
más uno de sus 
miembros y son 
adoptadas por la 
mayoría de los presen-
tes, salvo los casos en
que la Constitución
Provincial prescribe
mayorías especiales.



CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SANTA FE 
CAPITULO IV - Atribuciones del Poder Legislativo

ARTICULO 54 . Corresponde a la Asamblea Legislativa:
1- Recibir el juramento del gobernador y del vicegobernador;
2- Resolver en caso de empate en la elección de los mismos;
3- Decidir sobre las renuncias de dichos funcionarios y declarar su inhabilidad física o mental sobreviniente de carácter
permanente, en ambos casos por el voto de los dos tercios de la totalidad de los legisladores;
4- Escuchar el informe anual del gobernador sobre el estado de los negocios públicos, en ocasión de abrirse el período
de sesiones ordinarias de las Cámaras;
5- Prestar el acuerdo requerido por esta Constitución o las leyes para la designación de magistrados o funcionarios (...)

ARTICULO 55. Corresponde a la Legislatura:
1- En sesión conjunta de ambas Cámaras, elegir senadores al Congreso de la Nación;
2- Establecer la división política de la Provincia, que no puede alterarse sin el voto de las dos terceras partes de los
miembros de las Cámaras, y las divisiones convenientes para su mejor administración;
3- Legislar en materia electoral;
4- Dictar las leyes de organización y procedimientos judiciales;
5- Organizar el régimen municipal y comunal, según las bases establecidas por esta Constitución;
6- Legislar sobre educación;
7- Crear las contribuciones especificadas en el artículo 5;
8- Fijar anualmente el presupuesto de gastos y cálculo de recursos. (...) 
9- Aprobar o desechar anualmente la cuenta de inversión;
10- Arreglar el pago de la deuda interna y externa de la Provincia;
11- Aprobar o desechar los convenios celebrados con la Nación o con otras provincias;
12- Autorizar al Poder Ejecutivo para celebrar contratos y aprobar o desechar los concluidos " ad-referendum " de la
Legislatura. El servicio de la totalidad de las deudas provenientes de empréstitos no puede comprometer más de la
cuarta parte de la renta provincial;
13- Establecer bancos u otras instituciones de crédito;
14- Legislar sobre tierras fiscales;
15- Declarar de interés general la expropiación de bienes, por leyes generales o especiales;
16- Conceder privilegios o estímulos por tiempo determinado con fines de fomento industrial, con carácter general;
17- Dictar leyes de protección y fomento de riquezas naturales;
18- Legislar sobre materias de policía provincial;
19- Dictar los códigos de faltas, rural, bromatológico, fiscal y otros en que sea conveniente este tipo de legislación;
20- Acordar amnistías por delitos o infracciones en general de jurisdicción provincial;
21- Dictar leyes sobre previsión social;
22- Conceder subsidios;
23- Dictar leyes sobre organización de la Administración pública y el estatuto de los funcionarios y empleados públicos,
que incluya, entre otras, garantías de ingreso, estabilidad, carrera e indemnización por cesantía injustificada;
24- Fijar su presupuesto de gastos;
25- Convocar a elecciones provinciales si el Poder Ejecutivo no lo hiciese con la anticipación legal, a cuyo fin puede,
en su caso, convocarse a sesiones extraordinarias por acuerdo propio y a solicitud de una cuarta parte de los miem-
bros de cada Cámara;
26- Conceder o negar, en su caso, autorización al gobernador o vicegobernador para ausentarse del territorio de la
Provincia;
27- En general, ejercer la potestad legislativa en cuanto se considere necesario o conveniente para la organización y
funcionamiento de los poderes públicos y para la consecución de los fines de esta Constitución, en ejercicio de los po-
deres no delegados al gobierno federal, sin otras limitaciones que las emergentes de dicha Constitución o de la Nacio-
nal. 
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El Poder Legislativo en Rosario

A nivel municipal, el órgano legislativo es ejercido por el 
Concejo Municipal, conformado por 24 concejales, organiza-
dos en distintos bloques políticos. (Actualmente existen 12
bloques). Los concejales duran 4 años en su cargo y pueden
ser reelectos. Este órgano legislativo se renueva cada 2 años
por mitades. 

Un concejal es una persona elegida por el pueblo para defen-
der los derechos de los vecinos, procurándoles mayores ser-
vicios con el propósito de mejorar su calidad de vida,
elevando al Departamento Ejecutivo (Municipalidad de Rosa-
rio) proyectos y propuestas para que éste los haga cumplir.
Se preocupa por obras, servicios, cultura y educación.

Funciones del Concejo Municipal

La principal función es la de sancionar ordenanzas, decretos,
resoluciones, minutas de Comunicación y declaraciones. 
• Ordenanzas: son dictamenes destinados a legislar o dictar
disposiciones de carácter permanente o a reformar, abolir o
suspender otra ordenanza o regla general.
• Decretos: es la forma que adquieren las autorizaciones a pe-
ticiones y exoneraciones de pagos. Además, dispone la reali-
zación de obras, plantea la manifestación de su voluntad de
practicar algún acto en tiempo determinado o adoptar reglas
referentes a procedimientos administrativos.
• Resoluciones: son aquellas decisiones que niegan o recha-
zan solicitudes particulares, proyectos, etc., o tienden a adop-
tar medidas relacionadas con la organización del Concejo.
• Minutas de Comunicación: son informes destinados a reco-
mendar, requerir información o exponer algo al Departamento
Ejecutivo (Municipalidad de Rosario).
• Declaraciones: proposiciones que tienen por objeto exponer
la opinión del Concejo sobre cualquier asunto de carácter pú-
blico.

¿Cómo funciona el Concejo?

Los concejales se convocan a través de sesiones, además de
las reuniones de comisión que cada una de ésta propone. 
Las sesiones se clasifican en:
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Requisitos
Para poder ser elegido 
concejal, es requisito
tener al menos 22
años, con 2 años de 
residencia inmedianta
y ser elector en el 
municipio. Los 
extranjeros también
pueden ser concejales,
pero tienen que ser
mayores de 25 años y
contar con una 
residencia de al menos
4 años. Además, debe
ser elector del 
municipio, es decir,
constar en el padrón
electoral y poseer 
cédula de identidad o
pasaporte legalizado.



• ORDINARIAS: se denomina "período ordinario" al que
transcurre desde el 1 de marzo hasta el 10 de diciembre de
cada año.
• EXTRAORDINARIAS: son las sesiones que se convocan
fuera del calendario de sesiones ordinarias, ya sea por pro-
pia iniciativa (con la mitad mas uno de los votos) o solicita-
das por el Departamento Ejecutivo.
• PREPARATORIAS: son las que se desarrollan cuando se
renuevan parcialmente los concejales.
• DE PRÓRROGA: son las que tienen lugar después del
tiempo establecido, por un lapso no mayor a los 30 días.

En las sesiones de prórroga o extraordinarias, el Concejo
Municipal no podrá considerar sino los asuntos que
las hubieren motivado. 

¿Cómo elevan sus proyectos y pedidos los concejales?

Una vez ingresado el proyecto o pedido de ley, el mismo es
tratado -en una primera instancia- en comisión. 

Luego, pasa a despacho para ser tratado en otras comisio-
nes hasta llegar a la comisión de Labor Parlamentaria, que
decide si el proyecto va a ser tratado en la sesión del día
para ser aprobado o no. 

Se debe resaltar que todo ciudadano puede presentar un
proyecto o pedido de ley, aunque se necesita para su trata-
miento del respaldo de alguno de los concejales que integran
el Consejo Municipal. Cuando un ciudadano presenta un pro-
yecto se debe presentar el mismo día en que su proyecto se
trate en sesión del Concejo para exponer su defensa.   
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¿Qué significa 
"QUÓRUM"?
Es el número mínimo
de concejales 
requeridos para la
toma de decisiones.
Para formar el 
quórum legal es 
necesaria la presencia
de más de la mitad del
número de concejales
integrantes del cuerpo.

Actualmente 
funcionan en el 
Concejo Muncipal 10
comisiones:
Gobierno y Cultura;
Presupuesto y 
Hacienda;  Obras 
Públicas; Seguridad
pública y Comunita-
ria; Salud y Acción 
Social; Planeamiento y
Urbanismo; Servicios
Públicos Concedidos;
Producción y 
Promoción de Empleo;
Ecología y Medio 
Ambiente; Derechos
Humanos.

El Concejo Municipal funciona en el Palacio Vasallo, 
ubicado en la esquina de Córdoba y 1º de Mayo.



Las Leyes

¿Qué son las leyes?

Son normas jurídicas creadas por el Estado (Poder Legisla-
tivo) destinadas a regular las relaciones entre las personas
que habitan un país determinado. Estas normas ordenan
nuestra vida, nos dicen qué podemos hacer y qué no, y una
de sus características fundamentales es que son COACTI-
VAS y OBLIGATORIAS, es decir que debemos cumplirlas
obligatoriamente porque en el caso de que no lo hagamos, el
Estado puede aplicar sanciones a través de sus órganos au-
torizados.  

Las normas jurídicas en un sentido específico son normas es-
critas, sistemáticas y ordenadas jerárquicamente. En esa je-
rarquía hay una norma fundamental que ocupa el lugar más
alto en el ordenamiento jurídico y es la Constitución Nacional,
denominada norma primaria. Así, todo el resto de las normas
jurídicas deben estar acordes a ella. 

La Constitución de la Nación Argentina fue sancionada en
1853 y reformada en varias oportunidades (la última reforma
fue en 1994). Contiene las reglas básicas que los argentinos
establecimos para convivir respetándonos y es el símbolo que
representa los valores de nuestra sociedad, enunciados en el
preámbulo.
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Derechos reconocidos por la Constitución:
Derechos civiles, sociales, políticos, patrimoniales Derechos Humanos. Estos
últimos han sido incorporados a la Constitución con la reforma constitucional
del año 1994 (Artículo 75, inciso 22), por medio de la cual se le dio jerarquía
constitucional a algunos Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos:

“La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración
Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos;
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención
sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Con-
vención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes;
la Convención sobre los Derechos del Niño”.

“No existe 
tiranía peor que la
ejercida a la 
sombra de las leyes 
y con apariencias 
de justicia”.

Montesquieu



¿Cuando es necesario hacer una ley?

• Cuando existe una demanda social sobre una cuestión que
no está prevista en ningún caso, entonces surge la idea del
Legislador de proponer una Ley.
• Cuando la ley vigente no cubre las necesidades actuales y
se propone una modificación o derogación de la misma.

Esa idea del Legislador cuando es llevada a un texto y pre-
sentada ante una de las Cámaras, es un Proyecto de Ley.
Ese Proyecto, esa idea, debe seguir ciertas reglas para que
esté bien redactada. Tiene que ser clara, precisa y que la
puedan entender, sin lugar a ninguna duda de interpretación,
tanto los ciudadanos que debemos cumplirla como quienes
deben hacerla cumplir.

¿Cómo se elabora una ley?

Una ley se elabora a partir del Proyecto de Ley, que puede
ser presentado en cualquiera de las dos Cámaras, siendo
cámara de origen aquella en que se inicia el proceso y cá-
mara revisora, la otra. Existen algunas excepciones estable-
cidas por la CN.

Dichas excepciones hacen referencia a ciertos supuestos en
los cuales la Cámara de Diputados posee el monopolio como
cámara de origen. Por un lado, los proyectos que surjan de
la iniciativa popular y, por otro, aquellos casos que nombra el
artículo 52 de la Constitución: la iniciativa de leyes sobre
contribuciones y reclutamiento de tropas. También es la Cá-
mara Baja la que tiene la iniciativa para someter a consulta
popular vinculante un proyecto de ley (CN., art. 40). 

El Senado, por su parte, posee exclusividad como cámara
iniciadora en la ley convenio sobre regímenes de coparticipa-
ción impositiva y aquellas normas que tiendan a equilibrar el
desigual desarrollo relativo de provincias y regiones (CN.,
art. 75, incs. 2° y 19). 

¿Quiénes pueden presentar proyectos?

Según el artículo 77 de la CN, los legisladores y el Poder
Ejecutivo pueden presentar Proyectos de Ley. También

Guía de 
Lectura

-----
19



puede hacerlo un ciudadano común, pero para que pueda lle-
gar a ser tratado por las cámaras, un legislador debe tomarlo
a cargo como suyo.

¿Cómo se sanciona una ley en Argentina?

Podemos considerar tres pasos los cuales pueden presen-
tarse en forma sencilla o complicarse según las característi-
cas de cada ley en particular o los intereses de los diputados
y senadores en su conjunto.

1º- Se presenta un proyecto de Ley en una de las cámaras
del congreso (cámara de origen). Allí se debate en reuniones
pequeñas llamadas comisiones y se introducen las modifica-
ciones que crean convenientes. Luego de ese primer estudio,
se elabora un documento llamado dictamen, el cual es tratado
en el recinto para su aprobación. El proyecto se aprueba con
el voto de la mayoría absoluta de los miembros presentes, y
pasa a la otra cámara (revisora).

2º- El proyecto es tratado en el recinto de la cámara revisora,
donde los legisladores también deben debatirlo, dar argumen-
tos a favor, en contra y luevo votarlo. El proyecto queda apro-
bado con el voto de la mayoría de los legisladores presentes.

3º- El proyecto aprobado (sancionado) por las dos cámaras
pasa al Poder Ejecutivo para su examen; y si también obtiene
su aprobación, lo promulga como ley. Se reputa aprobado por
el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el término de
diez días hábiles.

Si la cámara revisora o el Presidente introducen modificacio-
nes o rechazan el proyecto, éste vuelve a la cámara de ori-
gen, que puede aprobar con mayoría absoluta esas
modificaciones, o insistir en que se apruebe el proyecto origi-
nal. En este punto es importante considerar cómo se aproba-
ron en cada caso las modificaciones. Si la cámara revisora
modifica un proyecto con las 2/3 partes de los votos, la de ori-
gen también necesita las 2/3 partes de los votos para insistir
en la redacción originaria. La Cámara de origen no podrá in-
troducir nuevas adiciones o correcciones a las realizadas por
la Cámara revisora.

-----
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Aclaración:
Ningún proyecto de
ley desechado 
totalmente por una de
las Cámaras podrá re-
petirse en las sesiones
de aquel año. 
Ninguna de las 
Cámaras puede
desechar totalmente
un proyecto que 
hubiera tenido 
origen en ella y 
luego hubiese sido 
adicionado o 
enmendado por la Cá-
mara revisora 
(Art. 81 - CN)

¿Y si el Presidente no
está de acuerdo con la 
ley sancionada?
Entonces puede 
rechazarlo. Este acto
se denomina veto, y 
en ese caso, las 
Cámaras pueden 
aceptar ese veto o 
insistir en el proyecto
tal como fue aprobado
originalmente, para lo
cual se vuelven a 
reunir y  votarlo. 
Si reúnen las 2/3  de
los votos, el proyecto
es ley.



Ejemplos de proyectos que se han 

transformado en Ley

1- La Cuestión Malvinas en el Congreso Nacional

La disputa de soberanía entre la Argentina e Inglaterra por
las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sandwich del Sur y los
espacios marítimos circundantes ha estado presente en la
Política Exterior argentina desde 1833 cuando Inglaterra
ocupó ilegalmente las islas y desalojó la población argentina
allí constituída.

En 1965, la Organización de las Naciones Unidas(ONU) re-
conoció la existencia de una disputa de soberanía entre Ar-
gentina y el Reino Unido por las Islas Malvinas, e instó a las
partes involucradas (Argentina - Inglaterra) a negociar pacífi-
camente la solución de esta controversia. 

Desde entonces, se llevaron a cabo algunos contactos entre
ambas naciones hasta 1982, cuando la junta militar, que por
ese entonces gobernaba a la Argentina, tomó la decisión de
recuperar las Islas Malvinas desembarcando tropas en las
mismas. Esto motivó la defensa militar de las islas por parte
de Inglaterra, desencadenando lo que se conoció como la
Guerra de Malvinas.

Finalizada la contienda militar, los ingleses consideraron su
victoria como razón suficiente para dar por terminado el dife-
rendo, contrariando la decisión de la ONU- que durante la
guerra y luego de la misma - instó a las partes a negociar la
soberanía de las islas. 

Además, Inglaterra no ha tenido reparos en conceder a los
isleños, de forma unilateral e ilegítima, el derecho de consig-
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“Seguirán las mil 
banderas del mar, 
azules y blancas,
Pero queremos ver 
una sobre tus piedras
clavada,
Para llenarte de
criollos, para curtirte
la cara hasta que 
logres el gesto 
tradicional de la 
Patria”

Atahualpa Yupanqui:

“La hermanita perdida”



nar licencias de pesca y alentar la explotación de hidrocarbu-
ros en aguas circundantes a las islas, y por lo tanto, sujetas a
la disputa de soberanía. Por si esto fuera poco, y haciendo
gala de su status de potencia colonial, Londres ha instalado
en las islas una poderosa base militar de última tecnología,
con una población de alrededor de 2.000 militares.

Para Argentina, la derrota en la guerra, trajo como conse-
cuencia el fin de la dictadura militar y la vuelta de la democra-
cia. Desde entonces, la reivindicación de la soberanía
argentina en Malvinas se convirtió en un reclamo de todos los
gobiernos democráticos, a tal punto que fue incorporada en la
reforma de la Constitución Nacional de 1994 como “un obje-
tivo permanente e irrenunciable del pueblo argentino”.

Justamente, debido a su importancia a los intereses de la Na-
ción, la cuestión de la soberanía argentina sobre las Islas
Malvinas es uno de los pocos temas en los cuales existe un
importante consenso político al respecto. La gran mayoría de
las fuerzas políticas con representación parlamentaria com-
parten entre si aspectos centrales sobre este tema, como la
soberanía argentina de las islas, el repudio a la presencia in-
glesa en las misma y el reclamo pacífico en todos los foros in-
ternacionales, entre otras cuestiones.

Podemos ejemplificar el consenso parlamentario que existe
sobre la cuestión Malvinas en la sanción de las siguientes
dos leyes.

La “Declaración de Ushuaia”

El 25 de febrero del 2012, a poco de cumplirse 30 años de la
guerra, las Comisiones de Relaciones Exteriores de la Cá-
mara de Diputados y del Senado Nacional, se reunieron en
la provincia de Tierra del Fuego, por invitación de la goberna-
dora fueguina Fabiana Ríos y cuya jurisdicción también com-
prende a las islas, y elaboraron un texto denominado la
“Declaración de Ushuaia”.

Por medio de la misma, los parlamentarios allí reunidos rei-
vindicaron el reclamo argentino de soberanía sobre las islas
como una política de Estado y rechazaron "la persistente acti-
tud colonialista y militarista del Reino Unido". Además,  repu-
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diaron "la militarización del Atlántico Sur encarada por Ingla-
terra" e instaron al Ejecutivo inglés a establecer las negocia-
ciones bilaterales de acuerdo a las resoluciones de la ONU.
Un mes después, la Declaración se convirtió en proyecto de
Ley y fue sometida al Congreso de la Nación Argentina con
el objetivo de transformarla en Ley nacional. 

De este modo, el texto ingresó en la Cámara Alta (Senado),
para su tratamiento, donde fue aprobado por unanimidad, es
decir, todos los senadores aprobaron a mano alzada la De-
claración. Luego llegó el turno de la Cámara Baja (Diputa-
dos), donde al igual que lo sucedido en el Senado, los
diputados de todas las bancadas respaldaron la misma. De
este modo el documento suscripto en Ushuaia se transformó
en Ley nacional. 

Exploración y explotación de hidrocarburos en las islas

El segundo ejemplo a destacar es el de la Ley sobre “Explo-
ración y explotación de hidrocarburos en la Plataforma Conti-
nental Argentina”. 

Dicha ley sanciona a aquellas empresas que realicen explo-
raciones petroleras en la plataforma continental argentina sin
permiso del gobierno nacional. Además, la ley prohíbe que
las empresas petroleras o subsidiarias que operan sobre
Malvinas puedan trabajar en la Argentina.

El proyecto que dio origen a la ley, fue presentado por el en-
tonces diputado Pino Solanas (Proyecto Sur) y fue tratado
primero por la Cámara de Diputados, en junio de 2010,
donde por 170 votos a favor y ninguno en contra, la Cámara
le dio media sancion. En marzo de 2011, el proyecto fue in-
troducido en la Cámara Alta donde, al igual que lo sucedido
en diputados, fue aprobado por unanimidad (40 votos). 
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2- Memorándum de Entendimiento entre la República 
Argentina y la República Islámica de Irán

En ejercicio de sus facultades constitucionales, el Congreso
Nacional ratificó el 28 de febrero de 2013 el Memorándum de
Entendimiento entre Argentina e Irán. En efecto, el Canciller
argentino Héctor Timerman mantuvo reuniones con altos fun-
cionarios iraníes para avanzar en el esclarecimiento del aten-
tado a la sede de la AMIA en Buenos Aires -ocurrido el 18 de
julio de 1994- y así poder someter a la justicia argentina a los
presuntos responsables de tales actos criminales que le cos-
taron la vida a 85 personas.  

A lo largo de los años, la causa AMIA estuvo plagada de irre-
gularidades. Juan José Galeano, primer juez de la causa, fue
destituído por el Consejo de la Magistratura en septiembre de
2005, acusado de manipular pruebas, pagar sobornos, coac-
cionar testigos e intervenir ilegalmente comunicaciones tele-
fónicas.

A partir del año 2006, la causa queda en manos del juez Ro-
dolfo Canicoba Corral y del fiscal Alberto Nisman. El nuevo
fiscal acusó formalmente al gobierno de Irán de planificar el
atentado y a Hezbollah de ejecutarlo. A través de su investi-
gación, la justicia argentina solicitó el interrogatorio de ocho
imputados, seis de los cuales fueron luego incluídos entre los
buscados por Interpol. 

De hecho, en noviembre de 2007, la Asamblea General de
Interpol decidió emitir órdenes de detención urgente contra
cinco ex funcionarios iraníes y un libanés requeridos en Ar-
gentina como ideólogos y organizadores del atentado en
Buenos Aires. 

Estas órdenes de detención pesan sobre Alí Fallahjan, Minis-
tro de Información y Seguridad hasta 1997; Mohsen Rezai,
ex comandante de la Guardia Revolucionaria; Mohsen Rab-
bani, ex consejero cultural de la Embajada iraní en Buenos
Aires; Ahmad Reza Asghari, ex funcionario de la Embajada y
Ahmad Vahidi, ex comandante de las Fuerzas QUDS (Guar-
dias Revolucionarias Islámicas). En tanto, el libanés reque-
rido, Imad Fayez Moughnieh, está actualmente muerto. 
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En su momento, la decisión de Interpol fue celebrada en la
Cancillería, que la interpretó como “un apoyo mayoritario de
la comunidad internacional a la justicia argentina para ayu-
darla a esclarecer este terrible atentado.”

El paso del tiempo y la gran victoria diplomática argentina en
la Asamblea de Interpol no aportaron por sí mismo la solu-
ción. El gobierno iraní se negó sistemáticamente a colaborar
con la investigación argentina y a entregar a las personas
imputadas por el juez. Con este trasfondo de fracasos y es-
tancamiento de la causa, el gobierno nacional decidió dar un
nuevo impulso y poner en manos de la justicia local un ins-
trumento que permitiría al juez Canicoba Corral interrogar a
los sospechosos y así hacer avanzar la causa AMIA.

El Memorándum de Entendimiento, firmado en  Addis Abeba,
(Etiopía) por Héctor Timerman y Ali Akbar Salehi - cancilleres
de Argentina e Irán respectivamente- permitiría a las autori-
dades judiciales argentinas viajar a Teherán para interrogar a
aquellas personas respecto de las cuales Interpol ha emitido
una notificación roja. 

A su vez, mediante el mismo, se conforma una Comisión de
la Verdad compuesta cinco comisionados. Dos miembros
elegidos por cada Estado, los cuales en ningún caso pueden
ser nacionales de ninguno de los dos países, y el quinto
miembro será designado conjuntamente teniendo en cuenta
los criterios de prestigio internacional y alto estándar moral.
Dicha Comisión podrá realizar una revisión detallada de la
evidencia que existe sobre cada acusado y consultar a las
partes a fin de completar la información. 

Esta Comisión elaborará un informe con recomendaciones
sobre cómo proceder y tendrá autoridad para realizar pre-
guntas a los representantes de cada parte. Finalmente, el ar-
tículo 6 establece que para que el Memorándum entre en
vigor es necesario que sea “remitido a los órganos relevan-
tes de cada país, ya sean el Congreso, el Parlamento u otros
cuerpos, para su ratificación o aprobación de conformidad
con sus leyes.” Es decir, en el mismo cuerpo del texto se
hace expresa referencia al papel que le cabe al Congreso
Nacional en la implementación de la política exterior.  
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El debate en el Parlamento

El Memorándum de Entendimiento ingresa al Congreso a tra-
vés de la Cámara de Senadores. El Ministro de Relaciones
Exteriores de Argentina acudió a la Cámara Alta para defen-
der el acuerdo ante las Comisiones de Relaciones Exteriores,
de Justicia y Asuntos Penales y de Asuntos Constitucionales.
El día 22 de febrero de 2013, y luego de un intenso debate de
más de 11 horas, el Kirchnerismo, con el acompañamiento de
seis aliados, logró aprobar el acuerdo. Con 39 votos a favor y
31 en contra, el Memorándum de Entendimiento adquiría así
media sanción. 

Los senadores oficialistas defendieron el acuerdo con el argu-
mento de que servirá para destrabar una causa que se en-
cuentra paralizada y permitirá sentar a declarar ante el juez
Canicoba Corral y el fiscal Alberto Nisman a los cinco funcio-
narios iraníes acusados por el atentado. El entonces Senador
porteño y Presidente de la Comisión de Relaciones Exterio-
res, Daniel Filmus afirmaba: "creemos necesario destrabar la
causa. Lo más fácil es dejarlo todo como está, pero el memo-
rándum es un esfuerzo para que efectivamente no haya im-
punidad". 

La oposición, por su parte, cuestionaba el impacto que el Me-
morándum pueda tener sobre la investigación. Para muchos
opositores se estaba votando una ley de impunidad o una ley
que haría caer las alertas rojas (cosa que luego no se com-
probó, ya que Interpol avaló el acuerdo y ratificó que no hay
“ningún tipo de cambio en el estatus de las notificaciones
rojas” a los imputados). Además, algunos senadores cuestio-
naban la legislación bajo la cual se haría el interrogatorio ya
que, a juicio de ellos, la cuestión no quedaba del todo claro.
Finalmente, la Comisión de la Verdad fue severamente cues-
tionada. Por más que el texto del acuerdo no de detalles
sobre ello, la oposición consideraba que se estaba poniendo
“en el banquillo de los acusados a la justicia argentina”. 

Luego de su paso por la Cámara Alta, el acuerdo con Irán
debía ser aprobado por la Cámara de Diputados para ser rati-
ficado y adquirir el estatus de ley. El 28 de febrero, con 131
votos a favor y 113 en contra, el Memorándum finalmente
completaba los procedimientos legislativos necesarios para

Guía de 
Lectura

-----
26



entrar en vigencia. Restaba solamente esperar la ratificación
por parte de la contraparte iraní. El anuncio oficial fue hecho
recién el 28 de septiembre de 2013 cuando el canciller de
Irán, Javad Zarif, confirmó a su par argentino que el acuerdo
había sido ratificado de acuerdo a los procedimientos perti-
nentes en el país persa. De esta manera, el Memorándum
de Entendimiento entraba finalmente en vigencia y comen-
zaban las tratativas para su correcta implementación.  
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3- La Re-estatización de YPF

El descubrimiento de petróleo en un pozo de 535 metros de
profundidad en una zona cercana a la ciudad de Comodoro
Rivadavia en 1907 por parte del Ministerio de Agricultura de
la Nación, fue el antecedente más relevante de lo que con
posterioridad se conocerá como YPF. 

El 3 de junio de 1922, durante la primera presidencia de Hipó-
lito Yrigoyen (1916-1922), el Ministerio de Agricultura creó por
decreto la Dirección General de Yacimientos Petrolíferos Fis-
cales.

Meses después, Marcelo de Alvear asumía la presidencia de
la Nación y designa al General Enrique Mosconi como el Di-
rector General de Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF),
que promovió su desarrollo para incrementar la exploración y
desarrollo de la extracción de petróleo. Por esos años y du-
rante su existencia como sociedad del Estado, YPF tenía el
monopolio legal del petróleo.

Durante el gobierno de Juan Domingo Perón se aplicó una
política desarrollista y nacionalista en YPF. En ese marco, se
iniciaron las primeras obras del gasoducto que unió la locali-
dad bonaerense de Llavallol con Comodoro Rivadavia. 

En 1958, el presidente Arturo Frondizi, quien apoyaba el mo-
nopolio estatal, inicia un programa de inversiones privadas
para extraer crudo a los fines de lograr el autoabastecimiento,
firmando  13 contratos con: Pan American Oil, la Banca Loeb,
Tennessee, Esso, Shell y otras compañías. A su vez el Con-
greso sancionó la Ley 14.733 de Hidrocarburos, según la cual
"el petróleo es un bien imprescriptible e inalienable de la Na-
ción". 

Pero en el gobierno de Arturo Illia se rescinderon las conce-
siones petroleras realizadas por el ex presidente Frondizi, con
la excepción de las empresas Panamerican Oil C. y Argentina
Cities-Service Development Co. Finalmente, durante  la 
última dictadura militar se produjo el desmantelamiento de
YPF, en el marco del proceso de desindustrialización del país.
Así la empresa quedó sumida en una profunda crisis finan-
ciera. 
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La privatización de YPF 

La década de 1990 se caracterizó por la aplicación de políti-
cas neoliberales y por la reestructuración del Estado. En
este marco, el gobierno de Carlos Menem llevó a cabo el
proceso de privatización de la empresa estatal YPF, argu-
mentando que la empresa generaba pérdidas y que parte
del producto de esa venta se destinaría al pago de los jubila-
dos.

En 1992, Menem firmó el proyecto de ley de privatización,
que fue aprobado en el Congreso el 24 de septiembre.
Dicho proyecto fue aprobado en medio de gran tensión en la
Cámara de Diputados. Inclusive, la sesión estuvo a punto de
naufragar por falta de quórum. La misma contó con 114
votos a favor, 10 en contra, la mayoría de partidos provincia-
les y una abstención. La UCR y otros bloques se retiraron
del recinto.

La ley, no conllevaba un marco regulatorio y transformaba
YPF en sociedad anónima, transfería los yacimientos a las
provincias, vendía los activos entre los que se encontraban
destilerías, parte de la flota marina, redes de comercializa-
ción y maquinarias. Y acordaba como prenda de intercam-
bio, el pago de regalías a las provincias productoras como
Salta, Mendoza y Santa Cruz.

Para el año 1993, el Estado mantenía el 20% de las accio-
nes y la acción de oro

*

, y un 12% los estados provinciales. El
sector privado era propietario del 46% del accionariado, y lo
componían bancos y fondos de inversión de diversos paí-
ses. En 1998, el sector privado poseía casi el 75% de las
acciones, aunque el Estado mantenía la acción de oro.
Hasta que en 1999, se vendió el 24% de las acciones esta-
tales y provinciales a la española Repsol por un valor de
9.000 millones de dólares, culminando la privatización de
YPF.  

Ese mismo año Repsol compró el 73% de acciones que per-
tenecían al sector privado quedándose con en 97% de las
acciones de la empresa. Bajo su dirección se inició un pro-
gresivo proceso de desmantelamiento y vaciamiento de la
principal empresa petrolera argentina.
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A partir de 1994 comenzaron los primeros despidos de unos
420 operarios y se cerró una refinería en La Plata. En 1996
se agudizó aun más la situación de los trabajadores de los
pobladores de Plaza Huincul y Cutral Có que cortaron por pri-
mera vez la ruta nacional N°22 para reclamar contra la des-
ocupación y los despidos en las empresas petroquímicas de
la zona.

En diciembre de 2007, el Grupo Petersen (un conglomerado
argentino de empresas) al mando del empresario Enrique Es-
kenazi, compró el 14,9% de YPF S.A. Para el 4 de mayo del
2011 su participación accionaria aumentó en un 10% en la
compañía. 

Debate en el Congreso por la Nacionalización de YPF

El 16 de abril de 2012, la presidenta Cristina Fernández de
Kirchner dictó el Decreto Nº 530/12 por el que se dispone la
intervención transitoria de la empresa YPF y declaró de inte-
rés público nacional la exploración de hidrocarburos, con el
objetivo de lograr autoabastecimiento. Asimismo, anunció la
remisión al Poder Legislativo de un proyecto de Ley para la
nacionalización urgente y por razones de utilidad pública del
51% de las acciones de YPF, todas ellas en poder de Repsol,
basado en la Ley Nacional de Expropiaciones (Ley Nº 21499). 

El proyecto declara la utilidad pública de las actividades de
YPF Sociedad Anónima, y establece la necesidad de garanti-
zar el desarrollo económico, así como el crecimiento equita-
tivo y sustentable de las provincias. Asimismo, establece que
el Poder Ejecutivo arbitrará las medidas al cumplimiento de
esta, con el concurso de los estados provinciales y del capital
público y privado nacional e internacional. Para ello se apli-
cará un Pacto de Sindicación de acciones, donde se esta-
blece que el 51% de las acciones que estarán en manos
estatales (y el 49% restante que pertenecerán a las provin-
cias productoras de hidrocarburos)  deberán votar siempre de
la misma forma, ya que  los intereses de la Nación y de los
estados provinciales no se disocian.

Una vez expropiadas las acciones, el Directorio de YPF que-
dará conformado por el Estado Nacional, los Estados provin-
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ciales productores de hidrocarburos (Formosa, Jujuy, Salta,
Mendoza, La Pampa, Neuquén, Río Negro, Chubut, Santa
Cruz y Tierra del Fuego) así como por el sector privado, ya
sea local o extranjero que esté en posesión de las restantes
acciones. El proyecto oficial contempla también que las ac-
ciones expropiadas no podrán ser vendidas sin la autoriza-
ción del Parlamento, que necesitará las dos terceras partes
de sus miembros para su enajenación, "la misma mayoría
que se necesita para modificar la Constitución".

El 3 de mayo de 2012, el Congreso aprueba el proyecto y
convierten en ley la expropiación con 207 votos a favor y 32
en contra, 6 abstenciones y 11 ausencias. De esta forma la
Cámara de Diputados aprueba el proyecto del Gobierno
para expropiar el 51% de las acciones de YPF que estaban
en poder de Repsol. Esa amplia mayoría se alcanza con los
votos de varios legisladores opositores. Al día siguiente, la
Presidenta promulgó la ley.

Inmediatamente, la petrolera española Repsol denunció al
Estado Argentino ante el Ciadi (tribunal de arbitraje)  para
tratar de obtener un "precio justo" por las acciones expropia-
das. Durante el año 2013 el Estado a través de las empre-
sas petrolera Pemex y Caixa, dueñas de un 9,4% y de un
13% de Repsol, realizo ofertas que no lograron resolver el
conflicto. 

El 25 de noviembre se anuncia un preacuerdo entre el Mi-
nisterio de Economía y los ejecutivos de Repsol y de YPF, el
ministro español de Industria, y los presidentes de Pemex y
La Caixa. En febrero del corriente año, las partes firmaron
un acuerdo, por medio del cual, el Gobierno argentino se
compromete a pagar a Repsol 5.000 millones de dólares en
títulos públicos como “compensación” por la expropiación
del 51% del capital accionario que tení a Repsol en YPF,
mientras que  Repsol se compromete a dar de baja todos
los reclamos judiciales iniciados a causa de este litigio. 
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4- El Voto Joven en Argentina

En nuestro país, el voto es secreto, obligatorio y universal. 

El 10 de febrero de 1912 el Congreso Nacional sancionó la

ley 8.871, conocida como la "Ley Sáenz Peña" (debe su

nombre a su impulsor, el Presidente Roque Sáenz Peña),

que estableció el voto secreto, obligatorio y universal. En la

ley el derecho al voto no fue establecido universalmente por-

que fue concedido a los ciudadanos argentinos varones, na-

tivos o naturalizados, mayores de 18 años de edad. La

universalidad del mismo, recién puede ser expresada como

tal a partir de la incorporación del voto femenino en 1947.

Ampliación del derecho a voto: ¿Qué decía el proyecto

de ley? 

El proyecto de voto joven establece que "los argentinos que
hubiesen cumplido la edad de 16 años gozan de todos los
derechos políticos, conforme a la Constitución y a las leyes
de la República". El principal objetivo es proponer que el

voto sea un derecho y no una obligación para los jóvenes

entre los 16 y 18 años, por tal motivo, se propone que el

voto sea optativo. Pero para no entrar en contradicción con

la Constitución Nacional, que establece la obligatoriedad del

voto, lo hace de manera tácita, al eximir a los chicos de las

sanciones que la ley contempla para quienes no concurran a

votar, el mismo criterio que regirá para los mayores de 70

años.

La iniciativa modifica siete leyes, entre ellas, la de ciudada-

nía y el Código Nacional Electoral. Además de introducir una

novedad: la actualización del documento nacional de identi-

dad de los menores deberá realizarse a los 14 años. Hasta

la sanción de esta iniciativa, la misma se realizaba a los 16

años de edad.  

Debate en el Congreso

El proyecto se discutió en primer lugar en el Senado, donde

hubo un amplio consenso a favor del mismo. Con 52 votos a

favor, 3 en contra y 2 abstenciones, la iniciativa obtuvo la

media sanción. 
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Luego paso a la Cámara de Diputados, donde el debate pre-
sentó mayores dificultades: duro enfrentamiento entre
ambas posturas, que derivó en fuertes declaraciones de al-
gunos legisladores y en la decisión de la mayoría de las
bancadas opositoras de abandonar el recinto de sesiones
previo a concretarse la votación. Finalmente se logró una
mayoría ajustada para la aprobación: la norma se aprobó
con 131 votos a favor, 2 en contra, 1 abstención y 123 au-
sentes. 

De esta forma, en noviembre de 2012, el proyecto se con-
vertía en ley, ampliando potencialmente en casi 1 millón y
medio de personas el padrón electoral de nuestro país y
otorgando un nuevo derecho a una amplia franja de nuestra
población. 

¿Por qué otorgar el derecho de voto a los jóvenes? 

Los argumentos a favor planteaban como objetivo la amplia-
ción de los derechos políticos de los jóvenes de entre 16 y
18 años de edad, constituyendo un nuevo paso en el pro-
ceso de construcción de mayor ciudadanía para esta franja
de la juventud. 

Los sectores que apoyaban esta medida citaron anteceden-
tes tanto regionales como a nivel mundial. Si bien hoy en día
la mayoría de los países no ha otorgado el derecho de vota-
ción a los jóvenes entre 16 y 18 años, existen antecedentes
en la legislación comparada, tanto de países europeos como
latinoamericanos, en los cuales sí se han aprobado leyes
que otorgan una nueva responsabilidad política a la juven-
tud para que pueda elegir a sus representantes en todos los
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niveles de gobierno. En nuestra región Brasil, Ecuador y
Cuba cuentan con legislación similar que habilita la partici-
pación política de los jóvenes desde los 16 años, así como
también países como Chile y Uruguay se debaten hacerlo. 

Ahora bien más allá de que existan o no países que hayan
sancionado leyes similares, existen argumentos propios a
favor del proyecto. Uno de estos argumentos enfatiza en
que el voto de los jóvenes incrementaría la participación po-
lítica, ciudadana y electoral, otorgándole a este sector la ca-
pacidad de expresar sus preferencias, posiciones e
inquietudes electorales de forma directa. 

Por el contrario, los argumentos en contra de su aprobación
estuvieron relacionados principalmente con dos cuestiones:
si los jóvenes de 16 años poseen realmente las aptitudes
necesarias (maduración actitudinal y cognitiva) para ejercer
su derecho a voto, y la insuficiencia del tratamiento que reci-
bió este proyecto para determinar en qué medida los jóve-
nes de 16 y 17 años presentan las características que nos
permitiría concluir que son autónomos para ejercer derechos
electorales.

¿Están nuestros jóvenes preparados?

La justificación más ampliamente aceptada de los derechos
electorales es el principio de autonomía, la idea de que la
dignidad de las personas requiere que solamente se some-
tan a mandatos que podrían aceptar libremente o dictarse a
sí mismos. Desde este punto de vista, votar es un ejercicio
de autonomía: implica participar en la formación de la volun-
tad pública que respalda las imposiciones del Estado. Quien
no participa de la formación de esa voluntad no es autó-
nomo, no se gobierna a sí mismo, sino que es gobernado
por otros. 

La discusión entonces se plantea a partir de sí los jóvenes
en esta edad gozan de la maduración necesaria para poder
participar de una responsabilidad cívica como es el sufragio.
Posiciones más radicales alarman sobre la posibilidad de
que estos sectores son vulnerables ante las manipulaciones
tanto de sectores políticos diversos como de la información
recibida a través de medios de difusión masiva. 
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5- La Re-estatización de las AFJP

¿Qué significa “AFJP”? Es una sigla que significa “Adminis-
tradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones”. Refiere a
un conjunto de empresas con fines de lucro, tanto naciona-
les como extranjeras, que administraban todos los fondos ju-
bilatorios de los trabajadores que eligieran colocar un
porcentaje de sus salarios en aquel fondo de inversión, para
poder cobrar una jubilación al retirarse del mercado de tra-
bajo. 

Las AFJP comenzaron a funcionar a partir de 1993, cuando
el gobierno de Carlos Menem sanciona la Ley 24.241. Dicha
ley generó grandes beneficios de lucro para algunas gran-
des empresas, que especularon en el mercado financiero
con los fondos que provenían de los salarios de los trabaja-
dores. 

Hasta el año 2008,  solo 10 AFJP administraban 90 mil mi-
llones de pesos de los trabajadores, cobrándoles comisio-
nes por administración del 30% de sus aportes. Además, la
administración de las jubilaciones por parte de las AFJP era
engañoso, por cuanto seguía siendo el Estado quien pa-
gaba la mayor parte de las jubilaciones y pensiones (las
AFJP sólo financiaban el 40% del total y el restante era fi-
nanciado por el Estado). 

Debate en el Congreso

En octubre de 2008, la presidenta Cristina Fernández de
Kirchner elevó un proyecto de ley al Congreso de la Nación
para poner fin al sistema de AFJP y organizar un nuevo sis-
tema de reparto estatal de jubilaciones y pensiones.

Esta decisión se fundamentó en el artículo 14 bis de la
Constitución Argentina que establece que “El Estado otor-
gará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carác-
ter de integral e irrenunciable. En especial, la ley
establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo
de entidades nacionales o provinciales con autonomía finan-
ciera y económica, administradas por los interesados con
participación del Estado, sin que pueda existir superposición
de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección
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integral de la familia; la defensa del bien de familia; la com-
pensación económica familiar y el acceso a una vivienda
digna”.
Además, otro de los argumentos que motivaron al gobierno
de Fernández de Kirchner a “estatizar las AFJP” fue la cre-
ciente crisis que atravesó el sistema privado y la pérdida de
confianza de la población en adherirse al mismo.

El proyecto fue enviado en primer lugar a la Cámara de Dipu-
tados, siendo aprobado el 7 de noviembre de 2008, por 160
votos afirmativos, 75 negativos y dos abstenciones. Tras la
media sanción, paso al Senado de la Nación, donde fue res-
paldado por una amplia mayoría de 46 votos afirmativos, 18
negativos y una abstención. De esta manera, se  convierte
en Ley (Ley 26.425) y entra en vigencia tras su publicación
en el Boletín Oficial de la República Argentina el 9 de diciem-
bre de 2008.

Consecuencias de la sanción de la Ley

A través de esta Ley, el sistema de fondos para jubilados y
pensionados deja de ser controlado por empresas privadas y
pasa nuevamente a ser manejado totalmente por el Estado
Argentino. Ello implicó que el  sistema de jubilaciones y pen-
siones vuelva a ser entendido como un régimen público y so-
lidario, financiado a través de la transferencia entre las
diferentes generaciones de vida. 

A su vez, la “estatización” del sistema logró que los fondos
que administraban las AFJP fueran traspasados hacia los
fondos de la Administración Nacional de la Seguridad Social
(ANSES), cuya finalidad es garantizar una información pú-
blica y controlada sobre el modo en que el gobierno utiliza
los fondos de los jubilados en la política económica. 

Además, propició un avance para los trabajadores, ya que la
evolución de los ingresos de la población en edad jubilatoria
no depende ya de la decisión y especulación de algunas em-
presas con fines de lucro, como había acontecido a lo largo
de las últimas décadas.
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La Fundación para la Integración Federal
(FUNIF) promueve la discusión técnica, cien-
tífica y político-social capaz de aportar expe-
riencias y formación a jóvenes profesionales
fuertemente ligados a la consecución de ob-
jetivos transformadores de la realidad. 

LaFUNIF -Filial Rosario- cuenta con dos ins-
titutos de investigación que comprenden di-
ferentes áreas de las ciencias sociales:

- CENTRO DE ESTUDIOS POLÍTICOS E 
INTERNACIONALES (CEPI)

- INSTITUTO DE PROGRAMACIÓN 
ECONÓMICA Y FINANCIERA (IPEF)

Desde cada uno de estos ámbitos se impulsa
el desarrollo de investigaciones académicas,
la edición de publicaciones periódicas espe-
cializadas y la difusión de documentos de
trabajo sobre temas específicos, así como tam-
bién se organizan actividades vinculadas con
la sociedad, asistiendo técnicamente a orga-
nizaciones comunitarias y municipios en la
formulación y ejecución de proyectos de des-
arrollo local y participando de la planifica-
ción estratégica de políticas públicas.

funif
Fundación para la Integración Federal Instituto de Programación Económica y Financiera



El Programa de Voluntariado Universitario -des-
arrollado por la Dirección Nacional de Desarro-
llo Universitario y Voluntariado del Ministerio
de Educación de la Nación - tiene como objetivo
general profundizar la función social de la Uni-
versidad, integrando el conocimiento generado
en las aulas con las problemáticas más urgentes
de nuestro país. Así, se busca hacer un aporte
para que las actividades realizadas por los es-
tudiantes y docentes estén orientadas a trabajar
junto a la comunidad.

En este sentido, se propone generar un diálogo
real entre la Universidad y el Pueblo, con la par-
ticipación de escuelas, organizaciones sociales
y la comunidad en general junto a los estudian-
tes universitarios y docentes, con el fin de tra-
bajar colectivamente en la planificación y logro
de objetivos comunes, que no pueden ser otros
que los de la mayoría.

funif
Fundación para la Integración Federal




